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VOTO ACLARATORIO QUE FORMULA LA MINISTRA ANA 
MARGARITA RÍOS FARJAT EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 292/2020. 

En la sesión celebrada el seis de junio de dos mil veintidós, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 

citada al rubro, que promovió la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en 

contra del Decreto Número LXVI/RFLEY/0760/2020 I.P.O. por el que se reforma 

y adicionan distintos artículos de la Ley para la Inclusión y Desarrollo de las 

Personas con Discapacidad en el Estado de Chihuahua, al considerar que se 

vulneró el derecho a la consulta previa de las personas con discapacidad.  

Por unanimidad de diez votos1, el Pleno declaró la invalidez del decreto de 

reformas porque el Congreso local no realizó la consulta previa exigida 

constitucionalmente, lo que transgredió en forma directa el numeral 4.3 de la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.  

Coincido con la decisión alcanzada y la mayoría de las consideraciones, sin 

embargo, quiero dejar constancia de algunas reflexiones a manera de voto 

aclaratorio en cuanto a la invalidez que se decretó sobre las normas. 

                                                           
1 De las Ministras Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Piña Hernández y la suscrita, y de los Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. Con la ausencia del Ministro Pérez Dayán. 
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1 De las Ministras Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Piña Hernández y la suscrita, y de los Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. Con la ausencia del Ministro Pérez Dayán. 
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Comentarios previos.

Existe un marco constitucional y convencional en el cual se inscribe el artículo 

4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad2,

que dispone que los Estados parte, como México, celebrarán consultas y 

colaborarán activamente con las personas con discapacidad, a través de las 

organizaciones que las representan, en la elaboración y aplicación de legislación 

y políticas para hacer efectiva la Convención, y en otros procesos de adopción 

de decisiones sobre cuestiones relacionadas con ellas: 

Artículo 4 

1. Los Estados Partes [sic] se comprometen a asegurar y promover el pleno 
ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de 
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes [sic] se comprometen a: 

[…]

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados 
Partes [sic] se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus 
recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación 
internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos 
derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente 
Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho 
internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer 
efectiva la presente Convención, y en otros procesos de adopción de 

                                                           
2 Adoptada el trece de diciembre de dos mil seis en Nueva York, Estados Unidos de América. Ratificada 

por México el diecisiete de diciembre de dos mil siete. Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
dos de mayo de dos mil ocho. Entrada en vigor para México el tres de mayo de dos mil ocho. 



ANEXO AL PERIÓDICO OFICIAL 77Sábado 12 de noviembre de 2022.

decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, 
los Estados Partes [sic] celebrarán consultas estrechas y colaborarán 
activamente con las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas 
con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan. 

*Énfasis añadido. 

En términos generales, el Pleno ha considerado, desde la acción de 

inconstitucionalidad 33/20153, que la falta de consulta es un vicio de 

procedimiento que provocaba invalidar todo el acto legislativo emanado de ese 

procedimiento, para el efecto de que la consulta a personas con discapacidad 

fuera llevada a cabo y, tomando en cuenta la opinión de las personas 

consultadas, entonces se legislara.  

A partir de esta convención internacional, directamente imbricada con la 

Constitución Política del país, y del caso mencionado es que se desarrolló una 

línea de precedentes que consideran la falta de consulta como una trasgresión 

constitucional.  
                                                           
3 Resuelta en sesión de dieciocho de febrero de dos mil dieciséis, por mayoría de seis votos de los 

Ministros y Ministras Luna Ramos, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Aguilar Morales. En contra, los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco 
González Salas y Zaldívar Lelo de Larrea, al estimar que la ley debe declararse inválida por contener un 
vicio formal.  

   El asunto se presentó por primera vez el veintiocho de enero de dos mil dieciséis y no incluía un análisis 
del derecho de consulta previa. En la discusión, el Ministro Cossío Díaz propuso que en el proceso 
legislativo hubo una ausencia de consulta a las personas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan, por lo que debía invalidar toda la ley. Los demás integrantes solicitaron tiempo para 
estudiar el punto, por lo que el Ministro Ponente Pérez Dayán, señaló que realizaría una propuesta.  

   El quince de febrero de dos mil dieciséis, se discutió por segunda ocasión el proyecto en el que se 
propuso que para establecer si en el caso se había cumplido con el artículo 4.3 de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, debe determinarse si ha implicado de forma adecuada y 
significativa a las organizaciones representativas de las personas con discapacidad. Con base en ello, por 
mayoría de seis votos de los Ministros y Ministras Luna Ramos, Piña Hernández, Medina Mora I., 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales se determinó que la Ley de Espectro Autista 
cumplió con la consulta ya que existió una participación significativa de diversas organizaciones 
representativas. En contra votaron los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Cossío 
Díaz y Zaldívar Lelo de Larrea, quienes señalaron que la consulta debe ser previa, accesible, pública, 
transparente, con plazos razonables y objetivos específicos, y de buena fe, lo que no se cumple en el 
caso, ya que no se sabe si fue a todas las organizaciones que representan a personas con autismo, la 
convocatoria no fue pública, y no hubo accesibilidad en el lenguaje. 

decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, 
los Estados Partes [sic] celebrarán consultas estrechas y colaborarán 
activamente con las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas 
con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan. 

*Énfasis añadido. 

En términos generales, el Pleno ha considerado, desde la acción de 

inconstitucionalidad 33/20153, que la falta de consulta es un vicio de 

procedimiento que provocaba invalidar todo el acto legislativo emanado de ese 

procedimiento, para el efecto de que la consulta a personas con discapacidad 

fuera llevada a cabo y, tomando en cuenta la opinión de las personas 

consultadas, entonces se legislara.  

A partir de esta convención internacional, directamente imbricada con la 

Constitución Política del país, y del caso mencionado es que se desarrolló una 

línea de precedentes que consideran la falta de consulta como una trasgresión 

constitucional.  
                                                           
3 Resuelta en sesión de dieciocho de febrero de dos mil dieciséis, por mayoría de seis votos de los 

Ministros y Ministras Luna Ramos, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Aguilar Morales. En contra, los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco 
González Salas y Zaldívar Lelo de Larrea, al estimar que la ley debe declararse inválida por contener un 
vicio formal.  

   El asunto se presentó por primera vez el veintiocho de enero de dos mil dieciséis y no incluía un análisis 
del derecho de consulta previa. En la discusión, el Ministro Cossío Díaz propuso que en el proceso 
legislativo hubo una ausencia de consulta a las personas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan, por lo que debía invalidar toda la ley. Los demás integrantes solicitaron tiempo para 
estudiar el punto, por lo que el Ministro Ponente Pérez Dayán, señaló que realizaría una propuesta.  

   El quince de febrero de dos mil dieciséis, se discutió por segunda ocasión el proyecto en el que se 
propuso que para establecer si en el caso se había cumplido con el artículo 4.3 de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, debe determinarse si ha implicado de forma adecuada y 
significativa a las organizaciones representativas de las personas con discapacidad. Con base en ello, por 
mayoría de seis votos de los Ministros y Ministras Luna Ramos, Piña Hernández, Medina Mora I., 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales se determinó que la Ley de Espectro Autista 
cumplió con la consulta ya que existió una participación significativa de diversas organizaciones 
representativas. En contra votaron los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Cossío 
Díaz y Zaldívar Lelo de Larrea, quienes señalaron que la consulta debe ser previa, accesible, pública, 
transparente, con plazos razonables y objetivos específicos, y de buena fe, lo que no se cumple en el 
caso, ya que no se sabe si fue a todas las organizaciones que representan a personas con autismo, la 
convocatoria no fue pública, y no hubo accesibilidad en el lenguaje. 



ANEXO AL PERIÓDICO OFICIAL Sábado 12 de noviembre de 2022.78  

4

En esa línea de precedentes, la Suprema Corte ha sido unánime cuando a todos 

los que la integramos nos parece inminente la afectación. Por ejemplo, así 

votamos en las acciones de inconstitucionalidad 80/2017 y su acumulada 

81/2017 y 41/2018 y su acumulada 42/2018, cuando se invalidaron, 

respectivamente, la Ley de Asistencia Social de San Luis Potosí4 y la Ley para la 

Atención Integral de las Personas con Síndrome de Down de la Ciudad de 

México5. Estos dos casos son similares en tanto que se impugnaban leyes 

fundamentales para estos grupos en situación de vulnerabilidad pues estaban 

orientadas a regular aspectos torales de sus vidas.  

                                                           
4 Resuelta en sesión de veinte de abril de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los Ministros y 

Ministras Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek (Ponente), Pérez Dayán 
y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea.  

   Los artículos impugnados de esta ley regulaban el enfoque que tendría la asistencia social clasificando a 
las personas con discapacidad como personas con desventaja y en situación especialmente difícil 
originada por discapacidad, entre otros. 

   El Tribunal Pleno determinó que “el derecho a la consulta de las personas con discapacidad en la 
legislación y políticas públicas nacionales es un requisito ineludible para asegurar la pertinencia y 
calidad de todas las acciones encaminadas a asegurar el pleno goce de los derechos de las personas 
con discapacidad en igualdad de condiciones con los demás.”

5 Resuelta en sesión de veintiuno de abril de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los 
Ministros y Ministras Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco 
González Salas, Aguilar Morales (Ponente), Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

   La Ley para la Atención Integral de las Personas con Síndrome de Down de la Ciudad de México tenía 
como objeto establecer instancias competentes para emitir políticas en favor de personas con Síndrome 
de Down; fijar mecanismos para la formación, profesionalización y capacitación de quienes participarían 
en los procesos de atención, orientación, apoyo, inclusión y fomento para el desarrollo de dichos grupos; 
implantar mecanismos a través de los cuáles, se brindaría asistencia y protección a las personas con 
Síndrome de Down; y emitir las bases para la evaluación y revisión de las políticas, programas y 
acciones que desarrollasen las autoridades, instituciones y aquellos donde participara la sociedad en 
favor de estas personas. 

   El Tribunal Pleno estableció que la participación de las personas con discapacidad debe ser: i) previa, 
pública, abierta y regular; ii) estrecha y con participación preferentemente directa de las personas con 
discapacidad; iii) accesible; iv) informada; v) significativa; vi) con participación efectiva; y vii) 
transparente. 
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transparente. 
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No consultar a los destinatarios primigenios, no sólo constituye una trasgresión 

constitucional y una falta de respeto, sino que es un despliegue de paternalismo, 

de pensar que, desde una posición cómoda, por mayoritaria y aventajada, se 

puede determinar de forma infalible qué es mejor para quienes han sido, no 

pocas veces, históricamente invisibles. Se presume, por supuesto, la buena fe de 

los Congresos, y podrán idear provisiones beneficiosas, pero parten del 

problema principal, que es obviar la necesidad de preguntar si la medida 

legislativa propuesta le parece, a la comunidad a la que está dirigida, correcta, 

útil y favorable o, si prevé políticas y procesos realmente integradores, o si, al 

contrario, contiene mecanismos gravosos o parte de suposiciones 

estigmatizantes que requieren erradicarse. 

Comprensiblemente, cada integrante del Tribunal Pleno tiene su propia 

concepción de cómo cada norma impugnada afecta o impacta a estos grupos 

sociales, así que hay muchos casos en los que no hemos coincidido. No siempre 

tenemos frente a nosotros casos tan claros como los dos que mencioné como 

ejemplo, donde toda la ley va encaminada a colisionar por la falta de consulta o 

en los que no se hizo ningún esfuerzo por consultarles. En otras ocasiones se 

trata de artículos de dudosa aplicación para los grupos históricamente 

soslayados, y las apreciaciones personales encuentran mayor espacio en la 

ponderación. 

La mayoría del Pleno ha considerado, por ejemplo, que invalidar una norma 
por el sólo hecho de mencionar algún tema que involucre a personas con 
discapacidad, puede ser un criterio rígido, que no garantiza una mejora en las 

condiciones de los destinatarios, ni facilita la agenda legislativa, y que, al 

contrario, puede impactar perniciosamente en los derechos de la sociedad en 

general al generar vacíos normativos. 
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6

Así, por ejemplo, tenemos el caso de la acción de inconstitucionalidad 87/2017 

relacionada con la materia de transparencia6, donde discutimos la Ley de 

Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del 

Estado de Aguascalientes y sus Municipios y determinamos que no era 

necesario llevar a cabo la consulta porque los derechos de las personas con 

discapacidad no eran el tema fundamental de la ley ni de su reforma7.

La misma determinación tomamos, en una votación dividida, cuando resolvimos 

que no era necesaria la consulta previa (ni se había argumentado como 

concepto de invalidez) respecto de las obligaciones de las autoridades 

encargadas de producir campañas de comunicación social para que se 

transmitan en versiones y formatos accesibles para personas con discapacidad y 

se difundan en las lenguas correspondientes en las comunidades indígenas, de 

la Ley de Comunicación Social de Veracruz, que fue la acción de 

inconstitucionalidad 61/20198.

                                                           
6 Resuelta en sesión de diecisiete de febrero de dos mil veinte, por mayoría de ocho votos de los Ministros 

y Ministras Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa (Ponente), Franco González Salas, Aguilar Morales, 
Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán en el sentido de que no se requería la 
consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas, así como a las personas con discapacidad. La 
Ministra Piña Hernández y los Ministros González Alcántara Carrancá y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea votaron en el sentido de que se requería de dicha consulta. 

7 Resuelta en sesión de diecisiete de febrero de dos mil veinte, por mayoría de ocho votos de las Ministras 
Esquivel Mossa y Ríos Farjat, y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar 
Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán en el sentido de que no se requería la consulta 
previa a los pueblos y comunidades indígenas, así como a las personas con discapacidad. La Ministra 
Piña Hernández y los Ministros González Alcántara Carrancá y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
votaron en el sentido de que se requería de dicha consulta. 

8 Resuelta en sesión de doce de enero de dos mil veintiuno, por mayoría de seis votos de las Ministras 
Esquivel Mossa y Ríos Farjat, y los Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo 
y Pérez Dayán por declarar infundado el argumento atinente a la invalidez por falta de consulta indígena 
y afromexicana, así como a las personas con discapacidad. La Ministra Piña Hernández y los Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea votaron en contra. 
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Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán en el sentido de que no se requería la 
consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas, así como a las personas con discapacidad. La 
Ministra Piña Hernández y los Ministros González Alcántara Carrancá y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea votaron en el sentido de que se requería de dicha consulta. 

7 Resuelta en sesión de diecisiete de febrero de dos mil veinte, por mayoría de ocho votos de las Ministras 
Esquivel Mossa y Ríos Farjat, y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar 
Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán en el sentido de que no se requería la consulta 
previa a los pueblos y comunidades indígenas, así como a las personas con discapacidad. La Ministra 
Piña Hernández y los Ministros González Alcántara Carrancá y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
votaron en el sentido de que se requería de dicha consulta. 

8 Resuelta en sesión de doce de enero de dos mil veintiuno, por mayoría de seis votos de las Ministras 
Esquivel Mossa y Ríos Farjat, y los Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo 
y Pérez Dayán por declarar infundado el argumento atinente a la invalidez por falta de consulta indígena 
y afromexicana, así como a las personas con discapacidad. La Ministra Piña Hernández y los Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea votaron en contra. 
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En estos casos, sopesando lo que es “afectación” y la deferencia que amerita la 

culminación de un proceso legislativo, la mayoría del Pleno decidió que no era 

prudente anular por falta de consulta. 

También tenemos el caso inverso: que una mayoría simple del Pleno determina 

que sí es necesaria una consulta, pero no se invalida la norma impugnada. Este 

fue el caso de la acción de inconstitucionalidad 98/20189, donde algunos 

consideramos que la Ley de Movilidad Sustentable de Sinaloa era 

inconstitucional porque no se había consultado y contenía provisiones de 

impacto relevante y directo en las personas con discapacidad (como el diseño de 

banquetas y rampas, la accesibilidad para el desplazamiento de personas con 

discapacidad o equipo especializado, por ejemplo). Por no resultar calificada esa 

mayoría, no se invalidó.  

Los anteriores botones de muestra ilustran que quienes integramos el Tribunal 

Pleno no siempre coincidimos en qué configura una afectación tal que detone la 

decisión de anular el proceso legislativo que dio lugar a una norma para que sea 

consultada antes de formar parte del orden jurídico.  

La decisión de la Suprema Corte se finca en el principio de afectación. Mientras 

más claramente incida una norma en estos grupos sociales, mayor tendencia a 

la unanimidad desplegará el Pleno. 

Voto aclaratorio.

                                                           
9 Resuelta en sesión el veintiséis de enero de dos mil veintiuno por mayoría de seis votos de las Ministras 

y Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea a favor de que se requería la consulta previa a las personas 
con discapacidad. En contra, los Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales (Ponente), Pardo 
Rebolledo, Pérez Dayán y la Ministra Esquivel Mossa. 
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Es absolutamente reprochable que, a pesar de la fuerza del instrumento 

convencional, los legisladores locales hayan omitido las obligaciones adquiridas 

por el Estado Mexicano; obligaciones mínimas de solidaridad hacia sus propios 

habitantes con discapacidad. 

El incumplimiento a la disposición convencional que rige en este tema genera 

normas inválidas, precisamente porque nacen de un incumplimiento. Sin 

embargo, no puedo dejar de ser reflexiva. El efecto invalidatorio parece reñir con 

el propio instrumento internacional que mandata consultar. Por ejemplo, la citada 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en su 

artículo 4.4 dispone, en lo que interesa: “Nada de lo dispuesto en esa convención 

afectará a las disposiciones que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio 

de los derechos de las personas con discapacidad, y que puedan figurar en la 

legislación de un Estado Parte”.

Una lectura empática de la reforma a la Ley para la Inclusión y Desarrollo de las 

Personas con Discapacidad en el Estado de Chihuahua pudiera sugerir prima

facie que es positiva para las personas con discapacidad porque debe partir de 

la buena fe de quienes legislan. En esta reforma, en esencia, se añaden diversos 

derechos en materia de movilidad a la lista de derechos que reconoce esta ley 

en favor de las personas con discapacidad y se establece una multa a manera 

de sanción a los prestadores de servicios que nieguen u obstaculicen el uso del 

respectivo servicio a personas con discapacidad y a su perro de asistencia. 

Entonces, al invalidar el decreto de reformas, ¿no se menoscaban algunos 

derechos y ventajas, no se eliminan provisiones que pudieran facilitarle la vida a 

este grupo históricamente soslayado? 
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Lo más importante que debe procurarse con dicho grupo es el respeto a su 

dignidad y a que sean sus integrantes quienes determinen cuál es la forma ideal 

de llevar a cabo tal o cual política para que les sea funcional y respetuosa, pues 

quienes no formamos parte de ese grupo no poseemos elementos para poder 

valorar con solvencia qué es lo más pertinente. Sin embargo, para aplicar 

correctamente este derecho convencional pareciera necesaria una primera fase 

valorativa, aunque sea prima facie, justamente para observar si las disposiciones 

que atañen a las personas consultadas les generan beneficios o ventajas, les 

amplían derechos o en cualquier forma les facilitan la vida.

La decisión de la Suprema Corte en esta acción de inconstitucionalidad fue la de 

invalidar el decreto de reformas impugnado porque adolece del vicio insalvable 

de no haber sido consultado. Sin embargo, al amparo de una mayor reflexión en 

el tema que nos ocupa, no me convence del todo que invalidar las normas 
sea el efecto más deseable, incluso a pesar de que la invalidez se haya 

sujetado a un plazo de varios meses pues, como señala la propia convención 

internacional, idealmente no deberían eliminarse provisiones que pudieran servir 

de ayuda a personas históricamente discriminadas. 

La invalidez parece colisionar con lo que se tutela, porque puede implicar la 

extracción del orden jurídico de alguna disposición que, aunque sea de forma 

deficiente, pudiera constituir un avance fáctico en los derechos de estas 

minorías.  Para evaluar ese avance fáctico es que señalé que es necesaria una 

aproximación valorativa prima facie. En este caso, es posible que el Decreto por 

el que se reforma diversas disposiciones de la Ley para la Inclusión y Desarrollo 

de las Personas con Discapacidad en el Estado de Chihuahua, contuviese 

avances fácticos, porque establecía estándares y principios respecto de la 

inclusión y cómo se debe desplegar. 
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En este contexto, y tomando en cuenta el amplio margen de maniobra que a esta 

Suprema Corte permite lo dispuesto en el artículo 41, fracción IV de la ley 

reglamentaria10, quizá sea mejor ordenar al Congreso local a llevar a cabo estas 

consultas previas y reponer el procedimiento legislativo, sin decretar la invalidez 

del Decreto, es decir, sin poner en riesgo la validez de los posibles beneficios 

que lo ya legislado pudiera contener. 

Sin embargo, el problema realmente grave está en mantener la costumbre 
de no consultar. Lo que se requiere es visibilidad normativa, es decir, voltear la 

mirada legislativa a estos grupos que requieren normas específicas para 

problemas que ellos conocen mejor, y mayores salvaguardas a fin de lograr 

plenamente su derecho a la igualdad y no discriminación. Presuponer que 

cualquiera puede saber qué les conviene a los integrantes de estos grupos, o 

qué necesitan, arraiga el problema y les impide participar en el diseño de sus 

propias soluciones. 

Tomando esto en cuenta, convengo en que la invalidación es el mecanismo más 

eficaz que posee la Suprema Corte para lograr que el Legislativo sea compelido 

a legislar de nueva cuenta tomando en consideración estos grupos en situación 

de vulnerabilidad. Además, permitir la subsistencia de lo ya legislado sin haber 

consultado, presuponiendo la benevolencia de los artículos impugnados que 

establecen políticas, formas de hacer, formas de entender, derechos y 

obligaciones, dejándolos intactos con tal de no contrariar los posibles  avances  a  

                                                           
10 Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […] IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando 

con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones 
respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito 
que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán 
extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; […] 
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que se refiere la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, representaría, de facto, suprimir el carácter obligatorio de la 

consulta.

Adicionalmente, si no se invalidan las disposiciones, es improbable que el 

Legislativo actúe para subsanar una oquedad que no existirá porque, si no se 

declara su invalidez, el efecto jurídico es que tales normas son válidas, lo que 

inhibe la necesidad de legislar de nuevo. Si las normas no son invalidadas, 

entonces son correctas, siendo así, ¿para qué volver a legislar después de 

consultar a los grupos en situación de vulnerabilidad? En cambio, si se invalidan, 

queda un hueco por colmar. Es cierto que el Legislativo pudiera ignorar lo 

eliminado, considerar que es irrelevante volver a trabajarlo, y evitar llevar a cabo 

una consulta, con las complicaciones metodológicas que implica. Es un riesgo 

posible, así que para evitar que suceda es que la sentencia ordena volver a 

legislar en lo invalidado11.

En corolario a todo lo expresado a lo largo del presente documento, reitero que 

el papel de la Suprema Corte en los casos que ameriten consulta previa debe ser 

particularmente sensible a las circunstancias que rodean cada caso concreto, 

con especial cautela frente a la determinación de invalidez de normas, tomando 

en cuenta los posibles impactos perjudiciales que podrían derivar de una falta o 

dilación en el cumplimiento del mandato de volver a legislar. 

Mantengo mi reserva respecto a que invalidar las normas no consultadas, y que 

prima facie puedan beneficiar a estos grupos en situación de vulnerabilidad, sea 

la mejor solución. La realidad demostrará si estas conjeturas son correctas y si 

los Congresos actúan responsablemente frente a lo mandatado y con solidaridad 

hacia los grupos en situación de vulnerabilidad. Con esa salvedad voto a favor 

del efecto de invalidar, aclarando precisamente mis reservas al respecto. 

                                                           
11 Por eso esta Suprema Corte ha resuelto reiteradamente que sus declaratorias de invalidez surtirán sus 

efectos luego de transcurrido cierto tiempo, a fin de dar oportunidad a los Congresos para convocar 
debidamente a indígenas y a personas con discapacidad, según la materia de las normas. 
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El concepto de “afectación” ha demostrado, a partir de las decisiones del máximo 

tribunal, ser un concepto que debe calibrarse caso por caso, y con cada caso, la 

suscrita va reforzando su convicción de que el concepto de “afectación” no 

puede ser entendido de manera dogmática ni generar los mismos efectos a 

rajatabla en todos los casos.  

MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT 

LIC. RAFAEL COELLO CETINA
SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO 
PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 292/2020, PROMOVIDA 
POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

En sesión de seis de junio de dos mil veintidós, el Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de 

inconstitucionalidad 292/2020 promovida por la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos, en la que se declaró la invalidez del Decreto 

LXVI/RFLE/0760/2020 I.P.O., por el que se reformó el artículo 7, 

fracción IX, y se adicionaron los incisos a), b) y c) a dicha fracción, así 

como el artículo 62, fracción II, de la Ley para la Inclusión y Desarrollo 

de las Personas con Discapacidad en el Estado de Chihuahua, 

publicado el catorce de octubre de dos mil veinte en el periódico oficial 

de la entidad, por falta de consulta previa a las personas con 

discapacidad. 

Aunque coincido plenamente con el sentido de la resolución y 

comparto gran parte de las consideraciones de la sentencia, presento 

este voto en razón de que estimo necesario fortalecer  el  estándar  de 
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análisis respecto de la consulta a las personas con discapacidad, con 

la inclusión expresa del principio de igualdad entre el hombre y la 

mujer.

1. Fallo mayoritario. 

A partir de la línea jurisprudencial que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha desarrollado sobre consulta previa a las 

personas con discapacidad a través de múltiples asuntos,12 el Pleno 

consideró que las disposiciones modificadas mediante el Decreto 

impugnado impactaban de manera directa en los derechos de las 

personas con discapacidad, en la medida que regulaban y delimitaban 

aspectos relacionados con el libre acceso y permanencia en espacios 

de uso públicos, por lo que existía la obligación ineludible de realizar 

una consulta previa en términos del artículo 4.3 de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.13

                                                           
12 A saber, las acciones de inconstitucionalidad 33/2015 resuelta el dieciocho de febrero 
de dos mil dieciséis, 101/2016 resuelta el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, 
68/2018 resuelta el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, 41/2018 y su acumulada 
42/2018 resueltas el veintiuno de abril de dos mil veinte y 212/2020 resuelta el primero de 
marzo de dos mil veintiuno. 
13 CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD. 
 “Artículo 4.
Obligaciones generales. 
(...)
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En efecto, las disposiciones modificadas mediante el Decreto 

impugnado se referían al derecho a acceder y permanecer en 

espacios públicos y circular en el trasporte de pasajeros que se brinda 

en el Estado, reconociendo el derecho de hacerlo haciendo uso de 

apoyos o ayudas técnicas o acompañados de manera permanente de 

un perro de asistencia. Asimismo, se preveía una sanción a los 

prestadores en cualquier modalidad del servicio público o privado que 

nieguen, impidan u obstaculicen el uso del servicio a las personas con 

discapacidad y a su perro de asistencia.14

                                                                                                                                                                                 
3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente 
Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones 
relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados Partes celebrarán consultas 
estrechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad, incluidos los 
niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan. 
(…)”
14 LEY PARA LA INCLUSIÓN Y DESARROLLO DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD EN EL ESTADO DE CHIHUAHUA.
“Artículo 7. Son derechos que esta Ley reconoce y protege a favor de las personas con 
discapacidad, además de los establecidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que México sea parte, la 
Constitución Política del Estado, así como las leyes federales y estatales vigentes, de 
manera enunciativa y no limitativa, los siguientes:
(…)
IX. Libre acceso y permanencia en espacios de uso público, sean de propiedad 
privada o pública, que además comprende: 
a). Hacer uso de apoyos o ayudas técnicas. 
b). Acompañamiento permanentemente por un perro de asistencia, permitiéndole el 
acceso a todo edificio, construcción o infraestructura. 
c). Acceder y circular en cualquier medio de transporte de pasajeros que preste 
servicios en el territorio estatal, sea gratuito o remunerado, público o privado, 
individual o colectivo.” 
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Sin embargo, el Pleno advirtió que del procedimiento legislativo 

respectivo se desprendía que no se había cumplido con la obligación 

de llevar a cabo una consulta previa a las personas con discapacidad, 

por lo que declaró la invalidez del Decreto impugnado. 

2. Razones del voto concurrente. 

El fallo recoge los lineamientos y estándares constitucionales y 

convencionales que he venido sosteniendo en los votos que he 

formulado desde el primer asunto en el que se discutió este tema, por 

lo que no puedo estar más de acuerdo con las consideraciones torales 

en las que se apoya la determinación del Pleno.

                                                                                                                                                                                 
“Artículo 62. Para los efectos de la presente Ley, la Secretaría o los ayuntamientos 
según el caso, aplicarán a petición de parte o de oficio, independientemente de lo 
dispuesto por otras disposiciones legales, las siguientes sanciones: 
(…)
II. Multa equivalente al valor diario de 30 a 50 Unidades de Medida y Actualización, a los 
prestadores en cualquier modalidad del servicio público o privado que nieguen, impidan u 
obstaculicen el uso del servicio a personas con discapacidad y a su perro de asistencia,
si es el caso; o que no cumplan con las adaptaciones requeridas por la presente Ley.” 
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No obstante, como lo he sotenido de manera reiterada en 

diversos asuntos en los que se ha planteado la misma temática,15 me 

parece que dicho estándar pudo haberse robustecido aún más con

la inclusión expresa de uno de los principios rectores de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad a los que me 

he referido con anterioridad y que son retomados por la sentencia, 

aunque no como parte del parámetro mínimo para la consulta previa 

en materia de discapacidad: me refiero a la igualdad entre el hombre 
y la mujer.

En efecto, en el preámbulo de la citada Convención se reconoce 

que “las mujeres y las niñas con discapacidad suelen estar 
expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de 
violencia, lesiones o abuso, abandono o trato negligente, malos 
tratos o explotación”. Así, dicho instrumento dedica los artículos 3, 

inciso g), y 6, a la protección de esa minoría en el ámbito de las 

personas con discapacidad: 

                                                           
15 Por ejemplo, en las acciones de inconstitucionalidad 41/2018 y su acumulada 42/2018 
resueltas el veintiuno de abril de dos mil veinte, 212/2020 resuelta el primero de marzo de 
dos mil veintiuno, 193/2020 resuelta el diecisiete de mayo de dos mil veintiuno, 131/2020 
y su acumulada 186/2020 resueltas el veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, y 
129/2020 y sus acumuladas 170/2020 y 207/2020 resueltas el veintiocho de octubre de 
dos mil veintiuno, entre otros. 



ANEXO AL PERIÓDICO OFICIAL 93Sábado 12 de noviembre de 2022.

6

Artículo 3 
Principios generales 

Los principios de la presente Convención serán: 
[…]
g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 
[…].

Artículo 6 
Mujeres con discapacidad 

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con 
discapacidad están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a 
ese respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar 
plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para 
asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con 
el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales establecidos en la presente 
Convención. 

En ese sentido, dada la innegable situación de desigualdad y 

vulnerabilidad en la que se encuentran las mujeres y niñas 

(especialmente tratándose de aspectos tan delicados como lo es la 

discapacidad), en un contexto como el de México, en el que dicha 

circunstancia se acentúa aún más por diversos factores histórico-
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sociales, considero que era de suma importancia visibilizar esta 

situación y garantizar la participación de las mujeres en los 

mecanismos de consulta, incluyéndola dentro del estándar mínimo de 

validez constitucional en esta materia. Máxime que tal protección ya 

está prevista en la propia Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad. 

MINISTRO PRESIDENTE 

ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA
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